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        CONSEJO REGIONAL 

         ECONOMIA SOCIAL


Expediente AR-33/2011.
LAUDO  que dicta el Árbitro D. José Francisco Duchel Rubio en el procedimiento de arbitraje en derecho promovido por D. XXXXX, en nombre y representación de D. XXXXX,  contra la entidad mercantil “XXXXX”, sobre impugnación de acuerdo adoptado por la Asamblea General de fecha 12 de noviembre de 2009.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: Con fecha 4 de noviembre de 2010 se dirigió al Consejo Regional  de Economía Social de Castilla-La Mancha solicitud de arbitraje suscrita por D. XXXXX, en nombre y representación de D. XXXXX, en la que reclamaba la impugnación del acuerdo adoptado en la Asamblea General de fecha 12 de noviembre de 2009, por el que se ratificaba uno anterior del Consejo Rector de la entidad cooperativa “XXXXX”, adoptado el 2 de noviembre de 2009, y que aprobaba la liquidación de las aportaciones a consecuencia de la baja del demandante como socio de la entidad. 

SEGUNDO: Una vez admitida a trámite la demanda, se dio traslado de la misma a la cooperativa afectada, procediendo a su contestación con fecha 27 de octubre de 2011, en tiempo y forma, mediante escrito en el que se recogían las alegaciones que a su derecho convenían. 

TERCERO: Designado con fecha 21 de noviembre de 2012 el árbitro que suscribe el presente Laudo con objeto de dirimir la cuestión planteada, las partes interesadas en el procedimiento fueron convocadas para celebrar el pasado 24 de abril de 2013 la comparecencia prevista en el artículo 22.2 de Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa. Es preciso decir que dicha convocatoria se produjo en un segundo intento de notificación, ya que el primero resultó infructuoso.  

Compareció en la fecha acordada D. XXXXX, manteniendo la representación de D. XXXXX indicada anteriormente; por parte de la cooperativa compareció su presidente, otorgando representación a favor del Letrado D. XXXXX, adscrito al Ilustre Colegio de Abogados de Ciudad Real con el número XXX.  

En la referida comparecencia la parte demandante procedió a ratificar íntegramente el contenido de la solicitud de arbitraje, fijando el objeto de la cuestión litigiosa en la impugnación de la liquidación y reembolso de sus aportaciones como consecuencia de su baja como socio; afirmó en este sentido que la misma debería hacerse de conformidad con el balance del año 2009,  en el que se produce la pérdida de la condición de socio del reclamante y, además, que las cantidades resultantes deberían haberse actualizado conforme al Índice de Precios al Consumo. 

Por parte de la cooperativa se procedió igualmente ratificar de forma íntegra el contenido del escrito de contestación aportado, oponiéndose de plano a las alegaciones efectuadas por el solicitante de arbitraje. Propuso asimismo una cuestión de previo pronunciamiento, manifestando la incompetencia de la Comisión de Arbitraje para resolver esta controversia al haber sido ya objeto de una previa conciliación judicial; por otra parte, y respecto al fondo de la cuestión litigiosa, alega que en el caso de las cooperativas la cantidad a reembolsar depende exclusivamente de las aportaciones obligatorias del socio y no del patrimonio de la entidad, como así ocurre en el resto de sociedades mercantiles; además, respecto de la segunda petición que se formula en la demanda, manifiesta que no existe acuerdo de la Asamblea General relativo a la actualización de las participaciones obligatorias, con lo que la misma no debe ser estimada.  
CUARTO: Abierta la fase de proposición de prueba, se admitieron para su práctica las que así constan en el expediente. Entre otras, por la parte demandante se propuso –y fue admitida- la prueba pericial consistente en que por un Arquitecto Técnico se estableciera el valor de mercado de la nave propiedad de la cooperativa; asimismo, que por un Economista se emitiera informe en el que se hiciera constar el valor de las aportaciones que corresponden al socio solicitante de la baja y, a su vez, el mismo fuera actualizado conforme al IPC. 
No obstante lo anterior, debe señalarse que la práctica de la referida prueba ha resultado imposible por los siguientes motivos:
· Con fecha 2 de mayo de 2013 se requiere al Colegio Oficial de Aparejadores y Arquitectos Técnicos de Ciudad Real que designe al profesional que por turno corresponda para que proceda a la confección del informe solicitado, constando la efectiva notificación del requerimiento que nos ocupa. Ante la falta de respuesta por parte de este Colegio Oficial, se reiteró la solicitud de designación de Aparejador con fecha 6 de junio de 2013. A pesar de todo ello, ninguno de los dos requerimientos ha sido atendido hasta el día de hoy.
· El Colegio de Economistas sí llegó a designar al profesional encargado de realizar el informe, concretamente D. XXXXX, si bien una vez que se le facilitó toda la documentación que obraba en el expediente arbitral, e incluso después de que el árbitro que suscribe se pusiera en contacto telefónico con él con objeto de que aportara el informe requerido ante su tardanza, con fecha 7 de agosto de 2013 presentó escrito en el que manifestaba su imposibilidad de llevar a cabo el encargo a la vista de los documentos facilitados.
Teniendo en cuenta las circunstancias antes apuntadas, con fecha 5 de septiembre de 2013 se acordó dar por finalizado el periodo de prueba abierto al constar en el expediente material suficiente para poder adoptar una decisión sobre el fondo del asunto.
QUINTO: Mediante escrito de fecha 19 de junio de 2013, el cual tuvo entrada el 20 de junio siguiente, el demandante vino a solicitar la adopción de medidas cautelares consistente en el depósito o avalúo de la cantidad de 52.000 € a fin de garantizar el valor mínimo e indiscutido de las participaciones que le correspondía percibir. Mediante acuerdo de fecha 26 de julio de 2013 se consideró que no procedía la adopción de medida cautelar alguna al no existir constancia de que hubieran surgido con posterioridad a la interposición de la solicitud de arbitraje circunstancias o elementos nuevos que pudieran poner en riesgo la ejecución del Laudo que en su día se dictase. Mediante escrito de fecha 1 de agosto de 2013 (registrado de entrada el 5 de agosto posterior), la cooperativa demandada también se opuso a la adopción de la medida cautelar solicitada, una vez que se le dio traslado –para su conocimiento- del escrito en el que las mismas se reclamaban.
SEXTO: Habiendo acordado las partes la realización por escrito del preceptivo trámite de conclusiones, y habiéndolo considerado asimismo oportuno el árbitro que suscribe en virtud de las facultades que le confiere el artículo 26 del Decreto 72/2006, se les requirió mediante notificaciones de fecha 5 de septiembre de 2013 el cumplimiento del referido trámite, llevándose a efecto con la presentación con fechas 23 y 24 de septiembre siguientes de sus respectivos escritos por parte de la cooperativa y del solicitante de arbitraje. 


En las referidas conclusiones el demandante introdujo una consideración previa que hasta la fecha no había alegado: en virtud de los dispuesto en el artículo 37.2 de la Ley 60/2003, de Arbitraje, solicitó la terminación de las actuaciones arbitrales llevadas a cabo por haber superado el plazo establecido en el precepto citado para dictar el Laudo definitivo. Lógicamente, teniendo en cuenta que la cooperativa demandada también había alegado a lo largo del procedimiento la falta de competencia de la Comisión de Arbitraje y Conciliación de Economía Social para conocer del asunto litigioso, se le dio traslado del escrito para que realizara las alegaciones que a su derecho pudieran convenir, todo ello como consecuencia de que, a la vista de lo manifestado por las partes, era indudable que podía quedar sin efecto la preceptiva cláusula arbitral que vincula tanto al demandante como al demandado para la resolución de su conflicto. Sin embargo, con fecha  de 12 de noviembre de 2013 tuvo entrada escrito remitido por la cooperativa de referencia, fechado el 8 de noviembre anterior, por el que desistía de la excepción de incompetencia formulada en un principio y solicitaba la prosecución de los trámites preceptivos hasta que se dictara el Laudo.
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO: El presente procedimiento arbitral se encuadra dentro de la previsión del artículo 167 de la Ley 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, que establece esta solución para los conflictos que surjan entre los socios y la cooperativa a la que pertenezcan.


Más concretamente, el Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, reconoce en su artículo 3.1.a) legitimación activa para intervenir en procedimientos arbitrales a quienes estén en posesión de la condición de socio de una cooperativa o sociedad laboral castellano-manchega, tal y como sucede en el presente caso.

Por último, la Disposición Final de los estatutos de la entidad cooperativa que nos ocupa somete a mediación, arbitraje y conciliación las discrepancias o controversias que puedan surgir entre los socios y la propia cooperativa. 

SEGUNDO: Es preciso comenzar analizando la excepción de incompetencia sobre la Comisión de Arbitraje alegada por ambas partes durante el presente procedimiento porque, en el caso de que sea estimada, conllevaría la imposibilidad de entrar en el fondo del asunto. Aunque los motivos alegados tanto por el solicitante de arbitraje como por la cooperativa no son coincidentes, sí que es cierto que a lo largo del expediente ambas partes han llegado en algún momento a rechazar expresamente el sometimiento a arbitraje de la cuestión planteada, dejando sin efecto la preceptiva cláusula arbitral que las sometía a este método de solución de conflictos. 

No obstante lo anterior, hay que tener en cuenta también que en última instancia la cooperativa demandada ha venido a reconocer la competencia de la Comisión que antes negaba, con lo que puede decirse que la cláusula arbitral finalmente no se ve afectada. En cualquier caso, como quiera que el demandante sí mantiene esta excepción de previo pronunciamiento, debemos en un primer lugar resolverla para poder, siempre que no sea estimada, entrar en el fondo del asunto.   
El motivo de incompetencia alegado por el solicitante de arbitraje cae por su propio peso atendiendo precisamente a lo dispuesto por el artículo 37.2 de la Ley 60/2003, que es el que cita el interesado para fundamentar su pretensión. El referido precepto dispone in fine que la expiración del plazo sin que se haya dictado el Laudo definitivo “no afectará a la eficacia del convenio arbitral, sin perjuicio de la responsabilidad en que hayan podido incurrir los árbitros”. En consecuencia, el tiempo transcurrido desde la contestación a la demanda hasta la fecha del presente Laudo, pese a ser difícilmente justificable si no es por la ingente carga de trabajo que soporta el Registro Regional de Cooperativas de Castilla-La Mancha (del que depende la Comisión de Arbitraje), no deja sin competencia a ésta ni habilita la posibilidad de acudir a los Tribunales de Justicia para dirimir la controversia. El citado convenio arbitral, que en el presente caso se recoge en la Disposición Final de los Estatutos Sociales de la entidad cooperativa demandada y que es en definitiva de dónde deriva la competencia de la Comisión, no queda sin efecto por el incumplimiento del plazo legalmente previsto para resolver, es decir, que la cuestión litigiosa deberá resolverse igual y en todo caso a través de Laudo arbitral, con la única particularidad de que debería dictarlo otro árbitro distinto, lo que implicaría la apertura de un nuevo procedimiento de designación y, en definitiva, una nueva demora en la resolución del conflicto.

Además, atendiendo a un mínimo principio de buena fe procedimental, es fácilmente comprensible que esta falta de incompetencia debería haberse alegado en el preciso instante en el que se pudo hacer, es decir, a los seis meses desde la contestación a la demanda, no transcurridos dos años desde entonces y, a mayor abundamiento, en el escrito de conclusiones. Por otra parte, también hay que tener en cuenta que la demora en la tramitación del expediente –al menos a partir de la designación del árbitro- se produce única y exclusivamente por el intento de práctica de la prueba solicitada por el solicitante de arbitraje, la cual finalmente no ha podido llevarse a cabo, siendo también sorprendente en este sentido que sea esta parte quien alegue el fin de las actuaciones arbitrales llevadas a cabo hasta ahora por demoras producidas en el procedimiento. 
En consecuencia ni legalmente es admisible, ni es conforme al principio de buena fe procedimental con el que deben actuar las partes personadas, estimar la falta de competencia de la Comisión de Arbitraje alegada por el demandante. 
TERCERO: Del análisis de los antecedentes de hecho del presente Laudo puede afirmarse que la controversia gira en torno a la discrepancia que existe entre el solicitante de arbitraje y la entidad cooperativa demandada en relación con el importe reflejado en la liquidación y reembolso de las participaciones al capital social como consecuencia de su baja como socio. 

Son varios los preceptos legales que regulan de forma expresa esta cuestión. Así, el artículo 61 de la Ley 20/2002, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, texto legislativo aplicable al caso atendiendo a la fecha en la que se producen los hechos que conforman la cuestión litigiosa, dispone de forma expresa que “los socios tienen derecho a exigir el reembolso de las aportaciones obligatorias en el caso de baja o expulsión de la cooperativa”, añadiendo el segundo párrafo que “la liquidación de estas aportaciones se practicará a partir del balance de cierre del ejercicio social en el que se ha originado el derecho al reembolso”.

En primer lugar conviene dejar claro por qué es de capital importancia efectuar la liquidación de la aportaciones a partir del balance de cierre del ejercicio social en el que se produce la baja, tal y como afirma el solicitante de arbitraje. Ello es debido a que el mismo artículo 61 transcrito anteriormente establece también en su apartado número 2 las deducciones y descuentos a aplicar sobre la cantidad a percibir por el socio que se da de baja de forma justificada (como ocurre en este caso), entre las que se encuentran:
a) En primer término, las pérdidas imputadas o que se puedan imputar al socio y que consten reflejadas en el balance de cierre del ejercicio en el que se produzca la baja.

b) Y, en segundo término, las sanciones impuestas al socio que no estén satisfechas, así como aquellas obligaciones de pago que el socio tenga pendientes con la cooperativa derivadas de su participación en la actividad cooperativizada o por cualquier otro concepto.
En consecuencia, si estas cantidades a deducir deben hacerse depender del cierre del balance del año en el que se produce la baja, difícilmente puede darse por buena la liquidación efectuada por la cooperativa en el presente caso, la cual tuvo lugar antes de que se cerrara el año contable correspondiente. 
No obstante lo anterior, si bien en este punto el solicitante de arbitraje aplica e interpreta de forma correcta la norma al manifestar su disconformidad  con el hecho de que la liquidación de las aportaciones se haga sin contar aún con el balance cerrado, a lo largo del procedimiento ha venido defendiendo la idea de que la cantidad a reembolsar depende también del valor patrimonial de la sociedad, es decir, del valor proporcional del haber social, algo que sería aplicable a las entidades mercantiles ordinarias pero que no lo es en el caso de las cooperativas. En cualquier caso, también hay que reconocer que ya en el escrito de conclusiones hace suya la idea defendida por el demandado en el sentido de que la valoración de las acciones de las sociedades de capital no puede hacerse de la misma forma que la valoración de las participaciones de las sociedades cooperativas, y ello porque –citando al solicitante de arbitraje- las cooperativas tienen una base y finalidad mutualista, de la que carecen el resto de sociedades mercantiles. En efecto, cuando hablamos de entidades cooperativas no es posible identificar el patrimonio social con el capital social, ni tampoco es posible el reintegro de la cuota correspondiente del patrimonio en caso de baja más allá de lo que integre el capital social (sí sería posible, por ejemplo, en caso de disolución o liquidación de la cooperativa, pero no en el que nos ocupa). La diferente y específica regulación legal de las cooperativas respecto a las sociedades mercantiles, insertas en lo que se ha venido llamando economía social, justifica la limitación de que el socio, cuando causa baja en la cooperativa, sólo pueda solicitar el reembolso de lo que aportó al capital social, pues la cooperativa pervive para el resto de los socios que sigan o se integren en ella. 
Recapitulando lo visto hasta ahora, para determinar la cantidad que debe ser objeto de reembolso es necesario tener en cuenta los siguientes datos:

1. El artículo 61 de la Ley 20/2002, de Cooperativas de de Castilla-La Mancha, establece el derecho del socio que se da de baja en la cooperativa al reembolso del importe de sus participaciones sociales. Idéntica disposición establece el artículo 56 de los Estatutos Sociales vigentes.
2. El importe de esas participaciones obligatorias debe determinarse a partir del balance de cierre del ejercicio social en el que se ha originado el derecho de reembolso. El motivo fundamental no es porque esta  cantidad dependa de la situación patrimonial de la cooperativa, sino porque de ella habría que descontar, en su caso, las pérdidas que sufra la sociedad y que sean imputables al socio que se da de baja, así como las cantidades que tuviera pendientes de ingreso derivadas de su actividad cooperativizada (en el presente caso la propia entidad demandada reconoce expresamente en el expositivo QUINTO de su contestación que no procede aplicar deducción alguna). No obstante, a este valor habría que adicionarle asimismo la parte de los excedentes cooperativos y de los fondos de reserva que fueran susceptibles de reparto, otro dato más que obliga a practicar la liquidación una vez que el ejercicio contable esté cerrado y que la cooperativa ha pasado por alto. Por este motivo tampoco puede acogerse la afirmación realizada por la entidad demandada relativa a que la cuantía reflejada en el capítulo de “Fondos Propios”, tanto en los ejercicios contables del año 2008 como del año 2009 era la misma, lo que significaba que el derecho de reembolso no había sufrido alteración alguna. Es necesario insistir en que la cantidad a reembolsar no sólo depende del importe reflejado en este capítulo, sino que la misma puede sufrir variaciones una vez que se conozca el resultado definitivo del ejercicio contable, por lo que no es admisible legalmente que la liquidación de las aportaciones se hiciera cuando aún no había finalizado éste.
En conclusión, el derecho de reembolso del socio que causa baja voluntaria lo es respecto de las aportaciones al capital social (constituido por las aportaciones de los socios) y su valor de reembolso no puede determinarse tomando como referencia una parte alícuota del valor real de los bienes existentes que forman parte del patrimonio de la Cooperativa (que es preciso no confundir con el capital social).
CUARTO: A la vista de lo dicho hasta ahora, es ineludible determinar en primer lugar la fecha en la que debe considerarse que el socio dejó de pertenecer a la cooperativa porque, a partir del balance cerrado de ese año, es de dónde debe procederse al cálculo del valor de las aportaciones a reembolsar. En este sentido, si bien en el expediente no consta la fecha exacta en la que el socio solicitó su baja a la cooperativa (el mismo interesado en la demanda de conciliación dirigida al Juzgado de 1ª Instancia de Puertollano el 18 de junio de 2010 se limita a decir que había causado baja en el mes de octubre de 2009), sí consta el Dictamen emitido por la Dirección Provincial del Instituto Nacional de la Seguridad Social con fecha 18 de septiembre por el que se le reconoce una grado de incapacidad total (de dónde obviamente deriva su solicitud de baja como socio) y la aprobación con fecha 15 de octubre de 2009 de la prestación por incapacidad. Por tanto, si de los datos anteriores puede concluirse que la solicitud de baja se produjo en realidad durante el mes de octubre del año 2009, difícilmente el Consejo Rector pudo determinar con fecha 2 de noviembre de 2009 –sin estar aún cerrado el balance del año- la cantidad que le correspondía recibir al socio en concepto de reembolso de participaciones sociales, ya que no era aún conocido si sobre la misma se tendría que aplicar algún tipo de deducción o, por el contrario, era necesario sumarle la parte de los excedentes cooperativos que pudiera corresponder.

En la actualidad sí constan en el expediente arbitral elementos suficientes que permiten calcular, a expensas del estudio de la procedencia de su actualización y la aplicación de intereses, la cantidad que al cierre del ejercicio contable correspondiente al año 2009 configuraba el derecho de reembolso del solicitante de arbitraje. De tal forma tenemos:
1. En primer lugar, no ha sido objeto de discusión que el socio demandante ostentaba 80 títulos en el capital social de la cooperativa, con un valor cada uno de ellos de SEISCIENTOS UN EUROS CON UN CÉNTIMO DE EURO (601,01 €), el equivalente a cien mil de las antiguas pesetas. Por tanto, el valor de las aportaciones al capital social del socio ascendía a la cantidad de CUARENTA Y OCHO MIL OCHENTA EUROS CON NOVENTA Y SIETE CÉNTIMOS DE EURO (48.080,97 €).

2. Según lo indicado por la propia cooperativa en su escrito de contestación, no procede aplicar deducción alguna por pérdidas imputables al socio, ni éste tampoco tiene cantidad alguna pendiente de ingreso como consecuencia de su actividad cooperativizada.
3. En cambio, en las cuentas anuales del año 2009 sí se recoge en concepto de remanente la cantidad de SESENTA Y TRES MIL OCHOCIENTOS TREINTA Y CUATRO EUROS CON UN CÉNTIMO DE EURO (63.834,01 €), cifra que figura en el certificado emitido por el Secretario de la Cooperativa con fecha 31 de junio de 2010, relativo a los acuerdos adoptados en la Asamblea General celebrada el día anterior y en la que quedaron aprobadas las cuentas anuales del ejercicio 2009. De esta cifra le correspondería al demandante su parte proporcional atendiendo a su participación social y al tiempo de permanencia en la cooperativa durante ese ejercicio contable, pero la misma no consta incluida en la liquidación notificada con fecha 7 de julio de 2010, muy probablemente porque se confeccionó con anterioridad al cierre del balance. Tomando como base los cálculos reflejados por la propia cooperativa demandada en el expositivo SÉPTIMO de su contestación, la cifra resultante es ligeramente superior a la indicada en el mismo, concretamente SEIS MIL QUINIENTOS CUARENTA Y DOS EUROS CON NOVENTA Y OCHO CÉNTIMOS DE EURO (6.542,98 €).

En consecuencia, el valor de las participaciones sociales del solicitante de arbitraje al cierre del ejercicio contable del año 2009 ascendía a la cantidad de CINCUENTA Y CUATRO MIL SEISCIENTOS VEINTITRES EUROS CON NOVENTA Y CINCO CÉNTIMOS DE EURO (54.623,95 €).
 
QUINTO: El solicitante de arbitraje también reclamaba en su demanda que la cantidad fijada en el fundamento de derecho precedente fuera objeto de actualización. Es el artículo 59 de la Ley 20/2002, texto aplicable al supuesto que nos ocupa tal y como hemos indicado anteriormente, el que bajo su epígrafe “Actualización de las aportaciones” regula esta materia. El citado precepto viene a disponer de forma expresa que “el balance de las cooperativas puede ser regularizado en los mismos términos y con idénticos beneficios previstos para las sociedades mercantiles, mediante acuerdo de la Asamblea General (…). En relación con lo anterior, el artículo 34.3.c) del mismo texto legislativo fija como competencia exclusiva de la Asamblea General la de establecer “nuevas aportaciones obligatorias, admisión de aportaciones voluntarias, actualización del valor de las aportaciones al capital social, del interés que devengarán las aportaciones a capital y de las cuotas de ingreso o periódicas. Por último, el artículo 52 de los Estatutos Sociales de la entidad cooperativa demandada, incorporados al expediente con la solicitud de arbitraje que dio origen al presente procedimiento, disponían de forma literal que “en cada ejercicio económico, si lo acuerda la Asamblea General, podrán actualizarse las aportaciones desembolsadas en la fecha del cierre del ejercicio económico, con las limitaciones y de acuerdo con las normas establecidas en el artículo 59 de la Ley de Cooperativas de Castilla-La Mancha”.

Se ha considerado oportuno transcribir los preceptos anteriores con objeto de dejar constancia de que, para poder estimar la pretensión del demandante relativa a la actualización de sus aportaciones al capital social, se debería contar con un previo acuerdo de la propia Asamblea General específicamente adoptado con tal finalidad. En este sentido, tras analizar toda la documentación que obra en el expediente, se ha comprobado que ese acuerdo asambleario no se ha producido realmente. En consecuencia, la solicitud de actualización de las aportaciones sociales planteada por el demandante no puede estimarse al no existir tampoco actualización del balance contable de la entidad cooperativa.. 
SEXTO: Procede analizar en este momento la posible aplicación de intereses a las cantidades pendientes de pago y, en caso afirmativo, la fecha desde la que debería efectuarse el cálculo. 
No debe existir discusión alguna a la hora de reconocer el pago de intereses a las cantidades pendientes de reembolso. El artículo 61.5 de la Ley 20/2002 no ofrece posibilidad de interpretación distinta de la que se desprende de su tenor literal, el cual establece que “las cantidades pendientes de reembolso no serán susceptibles de actualización, pero darán derecho a percibir el interés legal del dinero, que deberá abonarse anualmente junto con, al menos, una quinta parte de la cantidad a reembolsar”. Por tanto, si bien el reembolso de las participaciones obligatorias no puede incluir su valor actualizado salvo que exista acuerdo de la Asamblea General (tal y como se ha indicado en el Fundamento de Derecho precedente), sí que existe el derecho a percibir el interés legal del dinero por las cantidades a reembolsar. 
Sentado lo anterior, no es posible dar por buena la alegación de la entidad demandada en el sentido de que sólo se devenguen intereses a partir de la fecha en la que se dicte el Laudo. Aceptar esta pretensión conllevaría que el solicitante de arbitraje tuviera que asumir, entre otras cosas, las consecuencias del retraso producido en la tramitación del expediente arbitral que nos ocupa, algo que jurídicamente no es admisible. Además, tampoco serviría de justificación para dar por buena esa petición el que se hubiera hecho al demandante ofrecimiento del primer pago con fecha 7 de julio de 2010 debido a que no sólo se ponía a su disposición una cantidad errónea (concretamente 48.000 € cuando, por ejemplo, el valor exclusivamente nominal de las aportaciones ascendía a 48.080,97 €), sino que la referida liquidación había sido confeccionada con anterioridad al cierre del balance del año en el que se produjo la baja, incumpliendo tanto lo dispuesto en el artículo 61 de la Ley 20/2002, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, como en el 56 de los Estatutos Sociales. En consecuencia, al menos en el supuesto que nos ocupa, el rechazo de la cantidad ofrecida no puede acarrear ni la pérdida de los intereses legales aplicables ni que éstos sean calculados a partir de la fecha del Laudo, todo ello por concurrir las dos razones expuestas.  
No obstante lo anterior, también es cierto que el solicitante de arbitraje rechazó de plano el importe de la cantidad recogida en su liquidación de aportaciones, y así ha venido haciéndolo de forma  constante hasta la solicitud de medidas cautelares, en la que planteó por primera vez la posibilidad de consignar la cantidad que no era objeto de discusión, solución que hasta la fecha ninguna de las partes había planteado. Es decir, que hubiese sido perfectamente posible, sin que ello supusiera renuncia al ejercicio de las acciones que legalmente se podrían plantear con objeto de reclamar el reembolso de las aportaciones, aceptar la cantidad que no era objeto de debate ni discusión y someter exclusivamente a arbitraje el pago de la diferencia. Por tanto, de las actuaciones llevadas a cabo por el demandante se deduce que la determinación de la cantidad a reembolsar ha sido a lo largo del procedimiento una cuestión especialmente controvertida, siendo su pretensión incluso la de rechazar la cantidad no discutida al haberse determinado –a su juicio- de forma contraria a derecho. Esta última circunstancia, junto con las demás que concurren en el presente caso (por ejemplo el tiempo que ha sido necesario para concluir el procedimiento arbitral), impiden la aplicación de la doctrina recogida en alguna sentencia menor (principalmente de Audiencias Provinciales, como por ejemplo la de Almería de 13 de abril de 2004), que hacía coincidir el “dies a quo” para el cálculo de los intereses con la fecha en la que a su vez comenzaba el plazo para proceder al pago del reembolso de las aportaciones obligatorias, interpretación que partía de lo dispuesto en el artículo 61.4 de la Ley 20/2002 al establecer que “el plazo de reembolso de las aportaciones obligatorias no podrá exceder de cinco años a partir de la fecha de efectos de la baja”. Dicho de otro modo, lo que ese sector de la jurisprudencia defendía –pese a que no aparecía así establecido legalmente- era que si el “dies a quo” del plazo para proceder al reembolso comenzaba a partir de la fecha de efectos de la baja, esa misma fecha era la que había que tomar como referencia para el cálculo de los intereses que generan las cantidades pendientes de reembolso. De todas formas, de los datos que obran en el expediente sólo se ha podido confirmar que la solicitud de baja se produjo durante el mes de octubre de 2009 y que el 2 de noviembre siguiente el propio Consejo Rector de la cooperativa la calificó como justificada, datos que permiten afirmar que el ejercicio contable del que depende el valor de las aportaciones obligatorias era el de ese año 2009, pero no sirven para determinar con exactitud el día a partir del cual la baja comenzó a desplegar todos sus efectos.  

En consecuencia, teniendo en cuenta todas las circunstancias antes apuntadas, entre las que se encuentra haber reflejado un valor de las participaciones obligatorias inferior incluso al nominal y haberlo hecho con anterioridad al cierre del ejercicio contable; que el solicitante de arbitraje ha rechazado desde un primer momento cualquier ofrecimiento de cantidad en concepto de reembolso, incluso por el importe que no era objeto de discusión; teniendo en cuenta también el tiempo transcurrido desde que se interpuso la solicitud de arbitraje hasta que ha podido ser resuelto el procedimiento de forma definitiva; y, por último, a la vista de la imposibilidad de determinar con exactitud el día a partir del cual la baja como socio del demandante comenzó a desplegar sus efectos; teniendo en cuenta todo lo anterior, el árbitro que suscribe entiende que, si bien no procede fijar el “dies a quo” del cálculo de intereses a partir de la fecha del presente Laudo, tampoco lo sería hacerlo el día en el que se solicitó la baja como socio de la cooperativa. Lo más ajustado a derecho, atendiendo a todo lo indicado anteriormente, es fijar el inicio del cómputo de los intereses legales a partir del día en el que se interpuso la solicitud de arbitraje por la que se inició el presente procedimiento, haciendo coincidir el “dies a quo” con la fecha en la que se produce esa intimación arbitral (postura mantenida por la Audiencia Provincial de La Coruña en su reciente sentencia de 12 de septiembre de 2013, la cual resuelve un Recurso de Apelación interpuesto a su vez contra la sentencia del Juzgado de lo Mercantil nº 1 de La Coruña de fecha 18 de marzo de 2013)

SÉPTIMO: En último lugar, respecto de la forma en la que proceder al reembolso de las participaciones obligatorias, es preciso recordar que el ofrecimiento de 7 de julio de 2010 citado anteriormente incluía una propuesta de pagos suscrita por la cooperativa que aceptada por el solicitante de arbitraje. De esa manera, se proponía el pago en un periodo de cuatro años, ejecutándose de la siguiente manera: “en los meses de Junio de 2010, julio de 2011, agosto de 2012 y septiembre de 2013, respectivamente”. 

A lo largo del procedimiento arbitral la cooperativa demandada ha propuesto una fórmula distinta de hacer efectivo el reembolso de las aportaciones sociales, concretándola en la realización de pagos mensuales. No obstante dicha propuesta, salvo que ambas acuerden algo distinto, no puede contemplarse en el presente Laudo por los siguientes motivos:

· Los órganos que adoptaron esa nueva forma de reembolso fueron el Consejo Rector y la Asamblea General, pero no debemos pasar por alto que el demandante ya no era socio de la cooperativa en ese momento ni, en consecuencia, puede quedar vinculado por los acuerdos de los órganos sociales adoptados con posterioridad a su salida de la entidad. Es decir, de la misma forma que con su pérdida de la condición de socio cesa a todos los efectos en los derechos que como tal pudiera ostentar (incluido el derecho de información, tal y como la propia cooperativa afirma en su escrito de fecha 1 de agosto de 2013, por el que se oponía a la adopción de las medidas cautelares solicitadas de contrario), tampoco puede quedar vinculado a los acuerdos que adopten tanto el Consejo Rector como la Asamblea con posterioridad a su salida de la cooperativa. 
· Por otra parte, tal y como se ha indicado anteriormente, existe una primera forma de pago propuesta por la entidad demandada y aceptada a su vez por la parte reclamante, la cual debe tener a todos los efectos valor de contrato o acuerdo entre ellas y, como consecuencia de ello, su cumplimiento o modificación no puede quedar al arbitrio de una sola. En consecuencia, teniendo en cuenta que esta es la forma de pago acordada en su día las partes, es la que en un principio debe acogerse en el presente Laudo.  

Atendiendo a todo lo expuesto, el árbitro designado en este procedimiento, por la autoridad que le confiere el artículo 28 del Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, dicta el siguiente
LAUDO ARBITRAL
Debe estimarse parcialmente la solicitud de arbitraje presentada por D. XXXXX, en nombre y representación de D. XXXXX,  contra la entidad mercantil “XXXXX” y, en consecuencia, procede anular y dejar sin efecto el acuerdo adoptado por la Asamblea General de fecha 12 de noviembre de 2012, que confirmaba la liquidación de aportaciones del actor confeccionada por el Consejo Rector con ocasión de su baja como socio, y se declara lo siguiente:

1.- Que el valor de las aportaciones obligatorias de D. XXXXX al cierre del ejercicio contable de 2009 ascendía a la cantidad de  CINCUENTA Y CUATRO MIL SEISCIENTOS VEINTITRES EUROS CON NOVENTA Y CINCO CÉNTIMOS DE EURO (54.623,95 €).
2.- Que la referida cantidad no puede ser objeto de actualización conforme al Índice de Precios al Consumo.
3.- Que ambas partes acordaron la forma en la que proceder al reembolso de las participaciones obligatorias, la cual -salvo nuevo acuerdo en contrario, continua siendo vinculante. En consecuencia, el reembolso de las aportaciones sociales deberá efectuarse en cuatro pagos anuales, a razón de TRECE MIL SEISCIENTOS CINCUENTA Y CINCO EUROS CON NOVENTA Y OCHO CÉNTIMOS DE EURO (13.655,98 €).
4.- A la cantidad anterior, se le deberá adicionar el interés legal del dinero que devenguen las cantidades pendientes de pago, de conformidad con lo previsto en el artículo 61.5 de la Ley 20/2002, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, considerando como “dies a quo” el de la presentación de la solicitud de arbitraje, es decir, el 4 de noviembre de 2010. 

El presente Laudo Arbitral será eficaz desde su notificación a las partes contendientes, la cual se llevará a cabo a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, no cabiendo contra él recurso ordinario, pudiéndose interponer los recursos extraordinarios de anulación y revisión previstos en el Título VII de la Ley 60/2003, de Arbitraje. 

En Toledo, a 21 de noviembre de 2013
EL ÁRBITRO

FDO.: José Francisco Duchel Rubio
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